Aprobado el Reglamento del Servicio
de Actos de Comunicacion
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egtin su Exposicién de Motivos, la Ley 42/2015, de 5 de

octubre, de Reforma de la Ley 1/2000, de 7 de enero, de
Enjuiciamiento Civil, pretende acometer un cambio en pro-
fundidad de las diferentes actuaciones procesales para genera-
lizar y dar mayor relevancia al uso de los medios telemdticos
o electrénicos, otorgando cardcter subsidiario al soporte pa-
pel, para una mayor eficacia y eficiencia en la tramitacién de
los procedimientos, asi como un ahorro de costes al Estado y
a los ciudadanos, pretendiendo un refuerzo de las garantfas
procesales. Todo ello en consonancia con lo que dispone la
Ley 18/2011, de 5 de julio, reguladora del uso de las tecnolo-
gias de la informacién y la comunicacién en la Administra-
cién de Justicia.

Con la reforma se consigue un fortalecimiento de la procu-
ra, al consolidarla en las funciones que ya tenfa y afiadir otras
que dan una mayor intervencién a la profesién en las actua-
ciones judiciales, lo que supone que la reforma pueda consi-
derarse atractiva para los profesionales de la procura. Por otra
parte, se consiguen beneficios para la sociedad, no solo en lo
que se refiere a un ahorro de costes para el Estado, sino tam-
bién en lograr una mayor celeridad en la tramitacién de los
procedimientos judiciales y una mayor facilidad en las rela-
ciones de los ciudadanos con la Administracién de Justicia.

Aspectos destacables de la reforma son los siguientes:

1. Se establece una fecha concreta para hacer efectiva la im-
plantacién de las nuevas tecnologias en la Administra-
cién de Justicia, de forma que a partir del 1 de enero de
2016, todos los profesionales de la justicia y érganos ju-
diciales y fiscalfas estardn obligados a emplear los sistemas
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telemdticos existentes en la Administracién de Justicia
para la presentacién de escritos y documentos y la reali-
zacién de actos de comunicacién procesal, debiendo la
Administracién competente, las demds Administracio-
nes, profesionales y organismos que agrupen a los colec-
tivos, establecer los medios necesarios para que ello sea
una realidad. Para ello se establecen normas generales
para la presentacién de escritos y documentos por me-
dios telemdticos todos los dias del afio, durante las vein-
ticuatro horas y se desarrollan garantias que deben reunir
los justificantes que acrediten la presentacién de los do-
cumentos y se realizan las adaptaciones precisas en cuan-
to al traslado de copias de los documentos presentados,
asf como el valor probatorio de los mismos.

Es destacable que a partir del 1 de enero de 2017, en re-
lacién con los ciudadanos, se podrdn realizar actos de
comunicacién en la direccién electrénica designada por
el interesado o por otro sistema telemdtico, asi como la
puesta a disposicién de los interesados de los actos de
comunicacién y avisos de notificacién por esos medios,
siempre que sea posible. Con ello se incrementa la segu-
ridad juridica para los ciudadanes.

Asimismo es de destacar la previsién que introduce la re-
forma, de identificacién de la direccién de correo electré-
nico y el niimero de teléfono del demandado para facili-
tar su localizacién y la determinacién de qué personas
deben utilizar con cardcter obligatorio los medios elec-
trénicos (personas juridicas; entidades sin personalidad
juridica; quienes ejerzan una actividad profesional cole-
giada en los trdmites que realicen con la Administracién
de Justicia en el ¢jercicio de su actividad profesional; no-
tarios y registradores; quienes representen a un interesa-
do que esté obligado a relacionarse electrénicamente con
la Administracién de Justicia; y los funcionarios de las
Administraciones Publicas para los trdmites y actuacio-
nes que realicen por razén de su cargo).

El uso de medios telemdticos se extiende también a la
tramitacién de exhortos, mandamientos y oficios, exhibi-
cién de documentos en diligencias preliminares o presen-
tacién de informes periciales.

En materia de representacién, se incluyen nuevos medios
para el otorgamiento del apoderamiento apud actz me-
diante comparecencia electrénica, asi como para su acredi-
tacién en el dmbito exclusivo de la Administracién de Jus-
ticia, mediante su inscripcién en el registro que se creard
¥ que entrard en vigor a partir el 1 de enero de 2017.

En relacién con los procuradores de los tribunales, la re-
forma introduce novedades importantes:
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a) La figura del procurador estd llamada a jugar un pa-
pel dinamizador de las relaciones entre las partes, sus
abogados y las oficinas judiciales, puesto que han ido
asumiendo, en virtud de su condicién de operadores
de la Administracién de Justicia, un mayor protago-
nismo en las labores de gestién y tramitacién de los
procedimientos judiciales, desempefiando en parte
funciones que compatibilizan con su originaria fun-
cién de representantes procesales de los litigantes.
Todo ello derivado de la Ley 37/2011, de 11 de oc-
tubre, de Medidas de Agilizacién Procesal en la linea
marcada por el Libro Blanco de la Justicia elabora-
do por el Consejo General del Poder Judicial, en las
que la reforma pretende profundizar, partiendo de
la condicién de procurador como colaborador de la
Administracién de Justicia a quien corresponde la
realizacién de todas aquellas actuaciones que resulten
necesarias para el impulso y la buena marcha del pro-
ceso.

b)  Se refuerza el elenco de atribuciones y obligaciones
de los procuradores, respecto de la realizacién de ac-
tos de comunicacién a las personas que no son su
representado, manteniéndose la dualidad del sistema
(realizacién por procurador de la parte que lo solici-
te, a su costa, o por los funcionarios del Cuerpo de
Auxilio Judicial, en ambos casos bajo la Direccién
del Letrado de la Administracién de Justicia). Se exi-
ge que, en todo escrito por el que se inicie un proce-
dimiento judicial, de ejecucién o instancia judicial,
el solicitante exprese su voluntad de acudir a un me-
dio u otro de los anteriores y, en caso de no indicar
nada, esas actuaciones se practicardn por los funcio-
narios judiciales.

c) Es destacable la atribucién a los procuradores de la
capacidad de certificacién para realizar todos los ac-
tos de comunicacién, con el mismo efecto que los
realizados por los funcionarios, eximiéndoles de la
necesidad de verse asistidos por testigos, agilizdndose
asf el procedimiento.

Sin perjuicio de la posibilidad de sustitucién por otro pro-

curador en los actos de comunicacién, los procuradores debe-
rdn actuar de forma personal e indelegable, con pleno some-
timiento a los requisitos procesales que rigen cada acto, bajo
la estricta direccidn del letrado de la Administracién de Justi-
cia, siendo su actuacién impugnable ante dicho letrado, cuyo
decreto resolutorio serd a su vez impugnable mediante recur-
so de revisién ante el tribunal.
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Se introducen reformas en el juicio verbal, tendentes a
reforzar las garantias derivadas del derecho constitucio-
nal a la tutela judicial efectiva y que eran demandadas
por los diferentes operadores juridicos: contestacién es-
crita en el plazo de diez dias.

Respecto del juicio ordinario, se establece la necesidad de
que se aporte minuta de la proposicién de prueba, sin
perjuicio de reproducirse verbalmente o completarse en
el acto.

En relacién con la Directiva 93/13/CEE del Consejo, de
5 de abril de 1993, para una mayor proteccién de los
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derechos de los consumidores, se introduce en el articulo
815 de la Ley de Enjuiciamiento Civil un apartado 4 que
en los procesos monitorios permite al juez, previamente
a que el letrado de la Administracién de Justicia acuerde
realizar el requerimiento, controlar la eventual existencia
de cldusulas abusivas en los contratos en los que se basen
los procedimientos menitorios que se dirijan contra con-
sumidores o usuarios y, en su caso, tras la audiencia de las
partes, resolver lo procedente, sin que ello produzca efec-
to de cosa juzgada.

Se introduce la posibilidad de control judicial de las cldu-
sulas abusivas en el despacho de la ejecucién laudos arbi-
trales.

Se modifica el régimen de prescripcién del Cédigo Civil,
acortindose el plazo general de prescripcién de las acciones
judiciales del articulo 1964 de dicho Cddigo, establecién-
dose un plazo general de cinco afios.

Se introducen reformas importantes en la Ley 1/1996, de
10 de enero, de asistencia juridica gratuita de las que cabe
destacar las siguientes:

a) Se establece que el reconocimiento del derecho por
circunstancias sobrevenidas no tiene cardcter retroac-
tivo.

b) Se establece una casufstica mds amplia de supuestos
de reconocimiento de justicia gratuita.

c)  Elacceso a justicia gratuita de victimas de violencia de

género, de terrorismo, de trata de seres humanos, me-
nores y personas con discapacidad intelectual o enfer-
medad mental, se acompafia de un asesoramiento ju-
ridico especializado desde el momento de interposicién
de la denuncia, estableciéndose un turno especial de
designacién de profesionales para asegurar ese asesora-
miento. Las victimas serdn atendidas por un solo abo-
gado en todoes los procedimientos, siempre que sea
posible.
En la lucha contra el terrorismo, se reconoce la asis-
tencia juridica gratuita a las asociaciones que tiene
como fin la defensa de las victimas de terrorismo,
con independencia de sus recursos econ6micos.

d)  Seincluye dentro de la prestacién de asesoramiento a
los beneficiarios, el derecho a recibir informacién
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relativa a la mediacién y otros medios extrajudiciales
de solucién de conflictos, como alternativa al proce-
so judicial. No obstante, la obligacién de facilitar esa
informacién no supone que deban asumirse los gas-
tos generados en la sesién informativa.

e) Se promueve el desarrollo de la tecnologfa, regulando
la presentacion de la solicitud de asistencia jurfdica gra-
wuita, biisqueda de datos y comunicacién de la resolu-
cién a los érganos por medios tecnolégicos. Se aumen-
tan las facultades de averiguacién patrimonial por parte
de las Comisiones de Asistencia Juridica Gratuita, to-
miéndose en consideracién no solo las rentas de los so-
licitantes del beneficio, sino también el patrimonio.

f)  Se prevé la posibilidad de que el juez revoque el dere-
cho si aprecia temeridad o abuso del derecho en la
pretensién amparada por el derecho de asistencia juri-
dica gratuita. Asimismo, se prevé que la revocacién del
derecho que realice la Comisién de Asistencia Juridica
Gratuita, sea con audiencia del interesado y con reso-
lucién motivada, y se atribuye a la Comisidn la decla-
racién de que el interesado ha llegado a mejor fortuna.

g)  Para facilitar la tramitacién de las impugnaciones de

las resoluciones de la Comisién de Asistencia Juridica
Gratuita, se amplia el plazo a diez dias para su inter-
posicién y se establece un procedimiento por escrito,
elimindndose la vista, salvo excepciones.

Se modifica la Ley 29/1998, de 13 de julio, reguladora de
la Jurisdiccién Contencioso-Administrativa, para permi-
tir que los funcionarios publicos sin reconocimiento de
justicia gratuita, puedan comparecer por si mismos en
defensa de sus derechos estatutarios.

Se modifica la Ley 10/2012, de 20 de noviembre, por la
que se regulan las tasas en el dmbito de la Administracién
de Justicia, respecto a la posibilidad de realizar el pago de
la tasa en el plazo otorgado para la subsanacién de la acre-
ditacién de haber realizado la autoliquidacién.
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14. La obligacién de realizar el traslado de copias de escritos

y documentos cuando intervengan procuradores serd exi-
gible, en los términos previstos en los articulos 276 y si-
guientes de la Ley de Enjuiciamiento Civil, en los érde-
nes jurisdiccionales penal, contencioso-administrativo y
laboral.

15. Entrada en vigor:

a) La Ley entra en vigor al dfa siguiente de su publica-
cién en el Boletin Oficial del Estado, es decir, entra
en vigor el dfa 7 de octubre de 2015.

b) No obstante, las previsiones relativas a la obligatorie-
dad de todos los profesionales de la justicia y 6rganos
y oficinas judiciales y fiscales, que atin no lo hagan,
de emplear los sistemas telemdticos existentes en la
Administracién de Justicia para la presentacién de
escritos y documentos y la realizacién de actos de co-
municacién procesal en los términos de la ley proce-
sal y de la Ley 18/2011, de 5 de julio, reguladora del
uso de las tecnologfas de la informacién y la comuni-
cacién, entrardn en vigor el 1 de enero de 2016, res-
pecto de los procedimientos que se inicien a partir de
esa fecha.
Las previsiones relativas al archivo electrénico de apo-
deramientos apud acta y al uso por los interesados que
no sean profesionales de la justicia de los sistemas te-
lemdticos existentes en la Administracién de Justicia
para la presentacién de escritos y documentos y la
realizacién de actos de comunicacién procesal en los
términos anteriormente indicados, entrardn en vigor
el 1 de enero de 2017.

c) Las modificaciones de los articulos 648, 649, 656,
660y 671 de la Ley 1/2000, de 7 de enero, de Enjui-
ciamiento Civil, entrardn en vigor el 15 de octubre

de 2015.

Madrid, ocrubre de 2015. &
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